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't 1 udad de Asunción, Capital de la República del Paragua¡ a los.j[del mes de

diez y seis, estando reunidos en la Sala de Acuerdos del Tribunal de Apelación
Comercial, Sexta Sala, los S¡es. Miemb¡os del mismo, Magistados MIRTHA

ó CAZAL, OLGA N. TALAVERA TORRES Y ALBERTO MARTINEZ SIMÓN bAJO

a de la primera de los nombrados, por ante mí, el Secrcta o autorizante, se trajo el
expediente camtulado como más aniba se expresa para resolver los recu¡sos de apelación y
nulidad interpuestos en estos autos por el Abog. Julio César Martinessi Real en representación
del Centro Zaragoza S.A, conta Ia S.D. N" 977 del l0 de diciembre de 2015 dictada por el
Juzgado de 1" Instancia en lo Civil y Comercial del 2'Tumo.

Previo estudio de los antecedentes del caso, el Tribunal resolvió plantear y votar las
siguientes.

C U E S T I ONES:

Eg nula la sentencia recurrida?

En su caso ¿Se halla aiustada a derecho?

Practicado el sorteo de ley, a fin de establecer el orden de votación, resultó que debfan
votar los Sr€s. Miemb¡os en el orden siguiente: Magistados Albefo Ma¡tinez Simón, Mirtha
Oztma de Cazal, y Olga Talavera Tores.

En la sentencia No 977 del 10 de diciemb¡e de 2015 recunida, el Juzgado resolvió:
'NO IUCER LUGAR, con costas, al presente amparo promovido por el Abog. Julío César
Martiqessi Real, en representación del Centro Zaragoza S.A, contru la Dirección Generql de
Adudha' por irnptucedente. ANOTAR, rcgis ar y remitir copia a la Exctfia. Corte Suprema de
Justicia."

EXPRESIóN DE AGRAVIOS DEI, APEI,A.NTE

Contra la ¡efe¡ida ¡esolución se agravia el apelante Abog. Julio Césa¡ Martinessi Real en
representaoión del Centro Za¡agoza S,A., ñudament¿ndo el recu¡so interpuesto en los términos
del escrito ob¡ante a fs. 40/42. Expone que el Juez de l" Instancia al rcsolver el amparo
promovido contra la Dirección Nacional de Aduanas ha hecho caso omiso a lo dispuesto por la
Ley Nro. 5282114 y el AIt. 1' de la Acordada N¡o. 1.005 del 2l de setiemhe de 2015, sobre libre
acceso a la información. Menciona que la ley es clara al establecer que cualqüer persona, sin
disc¡iminación, tiene de¡echo a acceder a la información pública, sin siquiera justificar las
razones de su pedido. Considera que en virtud a dicha normativa, el Juez no debió habe¡
rechazado el ampa¡o basándose en que el mismo no había acreditado puesto
que la información solicitada por su parte debería ser

s

persona sm
discriminación, Po¡ ultimo, expone que el hecho de que la inslilución no haya
proporcionado la información requerida, le ocasiona un evidente perjuicio icoaélvsu
representado, por lo que la resolución da debería se¡ revocada. Finalmente se haga
lugar con costas, al Amparo parte y se o¡dene a la Di¡ección
Aduanas a
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CONTESTACIÓN DE LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS

Por su parte, la adversa contesta el traslado de la expresión de agravios alegando que el
recurrente debió haber acreditado la representación invocada y cumplido con las fo¡malilades
que estipulan las leyes. Considera que eJ amparist¿ ten,a los medios para subsanar Ia deñcjencia
incunida en un tiempo minimo y que la solución para que el mismo pudiera acceder a la
infbrmación solicitada era el simple cumplimiento de las exigencias formales. Expone cue la
Dirección Nacional de Aduanas constantemente brinda información a las personas fisicas y
juridicas que lo soliciten pero sin embafgo para ello deben dar cumplimiento a las fo¡malilades
que la ley establece. Por último, expone que al no existir acto iesivo que atente conla l,ts
de¡echos constitucionales del recurrente, la resolución impugnada debería se¡ conñrmada.

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL DR. ALBERTO MARTINEZ
SIMÓN DIJO: Prelimi[armente es preciso señala¡ que éste Tribunal tiene facultades piua el
estudio oiicioso de la Nulidad de la S.D. N" 977 del 10 de diciembre de 2015 en aplicaciór a lo
establecido en el art. 420 del C.PC., en conco¡dancia con el art. 113 y 404 del mismo cuerpo
legal. En el presente caso, a pesar de la posición que indica que en los juicios de amparo no se
dan las decla¡aciones de nulidad, soy de opinión que la resolución impugnada debe ser
declarada nula pot las razones que pasaré a ñmdamentar en forma detallada.

Dei a¡rálisis minucioso de Ia resolución recu¡rida, es posible observar que ésta adolece del
ricio de hrcokgrüenci¿r, pues la misma ha resuelto omitiendo pronunciarse respecto a uno de los
sujetos demaodados en autos. El Juez no puede apartarse de los téminos en que ha quedado
tabada la litis, al resolver la cuestión que le fuese planteada. Como bien lo expone el
procesaiista Dr. Hemán Casco Pagano, en su obra¡,Código Procesal Civil Comentado y
Concordado": "PRINCIPIO DE CONGRUENCIA: La sentencia debe sel congruente consíllo
misma (ifitefia) y con la litís (externa) ... El juez no puede apartarse de los térmmos en (tue .\¿
ha quedado plahteadd la litis en la relación procesal, sabo los casos de coljsolidació¡1 (ilts
supentinius) o extinción del derecho- Las pretensiones de las partes y los poderes del Juez
quedanjijados en la demanda y la cottestsción y, en su caso, en la reconyención. El princi¡tio de
congruencía exige, bajo pena de nulidad, que la sentencia guarde na rigürosa adecuació a los
sujetos, el objeto y la causa de la pretensión y de la oposición...Como consecuekci!1 de lo ¿icho..
3.1. La sentencia sólo puede y debe referirse a lns partes en eljuic¡o, los sujetos d.e la leldción
procesdl... Síendo así, seia nula la sentenc¡a que. 3.2.1 Omíte decidir alguna crcstitifi
planteada (Citra Pet¡ta) 3.2.2 Ercede los límites de la Contro)ersía, ug.. oforgando al dctor más
de lo que pidió (L¡ttla Petifa) 3.2.3 Resuelw puntos no alegaclos (bttr.tpetitu)t"

En observancia a lo precedentemente enunciado, podemos sostener que la resoiución
impugnada, adolece del vicio de incongruencia po\ citra petita subjetiti p\es el a q¡lo cmitió
decidir sob¡e una de partes demandadas en autos. Ello se deduce del estudio minucioso de las
consta[cias de autos, donde puede notarse que el Juez dictó la providencia del 13 de noviombre
de 2015 (fs. 12), que en su pate pe¡tinente dice.. "Téngase por presentado el prese te arlparo
prcfiorido por el CENTRO Z4L4GOA S.A contra la Dirección General de Aduanas y la
Dirccción de Trqnspatencia y Acceso a la Inlormación Pública dependiente de la Colte Süprema

Posteriormente, y luego de los triímites de rigor, el a (luo di laS N" 977 del 10 de
diciemb¡e de 2015 en la cual resolvió no hacer lugar al ampa¡o pro sólo en relaci(in
a la Düección Nacional de Aduanas, omitiendo proflunciarse respecto a Dirección de

lineamientos'liansparencia y Acceso a la lnformación Pública. Por tanto, de conformidad a
esbozados precedentemente, y luegqdél:iñiq¡cioso análisis realizado, soy del o que debe
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la nulidad de la S.D. N" 977 del l0 de diciembre de 2015, emanada del Juzgado de

en lo Civil y Comercial del 2" Tumo. El juez debió, en esie caso conqeto, hace¡ o no
amparo promovido por la parte actom y expedirse respecto a todos los sujetos que
la relación procesal. ES MMTO,

A SUS TURNOS las Magistradas MIRTHA OZUNA DE CAZAL y OLGA N.
TALAVERA TORRES, manifestaron que se adhieren al voto por los mismos fundame[tos.

A LA §EGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL DR. ALBERTO MARTÍNEZ
§IMÓN DIJO:

Es Feciso destacar, que de conformidad a lo prescripto por el art. 406 del C.PC, el
Tribunal que declare la nulidad de una resolución, se pronunciara sobre el fondo de la cuestión.
Corresponde en consecuencia, conforme a la normativa vigente, p¡oceder al estudio de cuestión
planteada en autos y dictar sente¡¡cia sustitutiya.

En el presente caso, la parte actora inicia juicio de amparo debido a la negativa -
supuestament€ infirndada - de la Düección Nacional de Aduanas a proveer la información que le
fuese solicitada. El acto¡ pretonde obtener - vía judicial- acceso a la misma, en virtud a lo
establecido en la Ley 5282114 y la Acordada Nro. 1.005 del 21 de setiembre de 20152.

El Juez de la Instancia, mediante providencia del 13 de noviemb¡e de 2015, resolvió:
"Tener por presentddo el presente juic¡o de amparo*contra la Dirección General de Aduanas y
la Dirección de Tra sparencia y Acceso q la lhforuación Pública. De conformidad al art. 572
del CPC, requiérqse informe circunstancíado de los antecedenÍes del caso y a dichos efectos
líbrense o/icios a las citadas ikstituciones"-

l¿ Dirección de Transparencia y Acceso a la lnformación, segriLn escrito obrante a fs. 17

de autos informó que la misma carecía de legitimación para ser demandada en el presente juicio,
ya que ella fue c¡eada con el único objeto de implementar la Ley 5282/14 de "Líbre Acceso
ciüdqdano q la infomacíón pública y tra spqrc ciq guberuamental'. Asimismo manifestó que
carecia de potestad para tramitar ningulla solicitud de información realizada ant€ la Dirección
Nacional de Aduanas u otra entidad pública que no sea la propia Corte Sugema de Justicia y que
por tanto le rcsultaba imposible infomar circunstanciadamente sobre los antecedentes y
fimdamentos de la medida impugnada.

Po¡ su parte, la Dirección Nacional de Aduanas informó que la negativa a proveer la
info¡mación solicitada por el amparista no se debió a una actitud mezquina ni ocurente del
Director, por el contxario, se debió exclusivamente a la imuficiente documentación jurídica
presentada poi el actor. Mar¡ifestó que el solicitante no ac¡editó fehacientemente la
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represettación invocada y que las instrumentales presentadas por su pa¡te careciaÍ de los rigores
lormales exigidos por el Código Procesal.

Por providencia dei 30 de noviemb¡e de 2015, el Juez de l, Instancia dispuso el
llamamiento de autos y por S.D Nro. 977 del l0 de noviemb¡e de 2015 resolvió recÁaza¡ el
ampato promovido contra la Di¡ección Nacional de Aduanas. Sin embargo, conforme h¿r sido
expuesto, el Magistrado omitió expsdirse rcspecto a procedencia o no , de Ia acción, rcsp¡:cto a
Ia Dirección de Transparencias y Acceso a la Infomación. por tanto, en primer lugar,
corresponde determinar si dicha Dirección posee legitimación para ser demandada in el presente
juicio.

La mencionada institución es un órgano creado por la CoIte Suprema de Justicia para la
aplicación de la Ley Nro.5282/14. Su objetivo principal consiste en proponet, coordinary
monitorear las politicas de tansparencia y acceso a la información pública en el poder Jurticiai.
Asimismo, ella es la encargada de implementar los mecanismos para la atención de las
solicitudes de información de la ciudadanía a través de las Oficinas de Acceso a ia Información
en todas las circunscripciones judiciales. Por tanto, la misma no tiene relación alguna con la
Dirección Nacional de Aduanas, ya que su actuación se circunscribe únicamente al á¡bito
ins(itucional de la Cone Suprema de Justicia.

Teniendo en cuenta que lo que el actor pretende es la obtención de los datos solicjtados
ante la Dirección Nacional de Aduanas, considero que la Dirección de Transparencias carece de
legitimación pan ser pane en el presente juicio. La Dirección de Aduanas es pues la única que
posee la facultad suñciente para otorgar la información solicitada por el actot por lo que
consecuentemente el amparo promovido contra la Dirección de Tmnsparencias, deb3 ser
¡echazado. Ahora bien, conesponde analizar Ia procedencia de la presente acción respecto al ot¡o
sujeto demandado en autos.

De las instiumentales agregadas al expediente, se desprende que el Abog. Julio César
Martinessi Real invocando Ia representación del Centro Zaragoza, se presentó a solicitar a la
Dirección Nacional de Aduanas, información respecto a ciertos vehiculos robados en Esp:rña y
postedormente introducidos al Paraguay vía aduana. El interés del actor en obtener dichos datos
radicaba en que su representada era Apoderada de una serie de compañías de Seguros, Ias cuales
eran propietarias de los mencionados ¡odados, dada la subrogació¡ legal que se producía ante el
pago de lo acordado en las respectivas pólizas por el evento del robo de dichos autoss.

Dicha institucjón, mediante Nota No. 1120, respondió la solicitud p¡esentada por el
recurente, alegando que la institució¡ se hallaba imposibilitada para brindar la información
requerida puesto que el mismo no había acreditado suficientemente la representación invocada.
Además alegó que el poder p¡esentado por el Abogado no podría surtir efectos en virtud a que
dicho instrumento no se encontaba inscripto en los Registros Públicos.

En p mer lugar, debemos señalar que el acceso a la info¡mación constituye un de¡echo
humano fundamental que se halla plasmado en el Afi. 28 de nuestra Constituciófl. Dicho aniculo
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intemacional ese rcconocimiento está presente en el Pacto lntemacional de

y Politicos (Ley 5192) eí su Art. 19; y a nivel interamericano, lo está en el
José de Costa Rica (Ley 1/89) en su Alt. 13. Ambos artículos expresan lo siguiente:

tiene derecho a la libefiad de expresión: este derecho comprcnde la libefiad de

rccibir y difundir info nociones e ideas de toda índole, §in considerución de fronteras,
ya sea oralmente, pot escrito o ehfoma imprcsa o a ística, o por cualquier otro ptocedimíehto
a su elección"-

La Corte Interamericana de Derecho Humanos en el caso "Claude Reyes vs Chile" ha

interpret¿do el art. 13 de la Convención, en los siguientes términos: "s/ artículo 13 de lct

Conyención, al estipulü expresañe le los derechos a buscar" y a "recibir informaciones",
prctege el derccho que tiene toda personq a sol¡citqt el qcceso a ld ¡iforfiación bajo el conlrcl
del Estado, con las sabedades per itidas bajo el régimen de rcstricciones de la Convención.
Cowecuentemente dicho srtículo ampsrq el derecho de las petsonas a recibit dicha ¡nfomacíón
y la obligación positiva del Estado de surninisttotls, de fomq lql que la petsona weda tener
acceso a conocer ess Injbrmqción o recibq unq rcspuesta fúdatfie lada cuando por algún
motiro pemit¡do por la Con'rención el Estqdo pueda limilar el acceso a la misma para el caso
cohcreto. Dicha ihfo kación debe ser efitrcgada si necesidad de acredüar un interés directo
pata s obtekción o una afectación petsonal, saho en los casos en que se aplique u a legítimq
restricción. Su entrega q una persons puede permitir s su vez que esta circule en la sociedad de

manera que pueda conocerla, acceder q ells ytalorarla. De estsfonka, el derecho a la liberlad
de pensqmiento y de expresiók co teñpla la proteccióh del derecho de qcceso a lo i formoción
bajo el control del Estqdo, el cual tqmbién contiehe de müurq clqtq lqs dos dimensiones,
individual y social, del derecho a la libertad de pensaniento y de expresíón, las cuales deben ser
garaktizadas por el Eslado de forma simubánea". Considero que la interpretación dada en este

c¿lso por la Corte Interamericana se ajusta plenamente a nuestxo régimen constitucional, pues

ca¡acteriza con p¡ecisión los alcances y las condiciones de aplicación del de¡echo al acceso a la
infomación, criterios que son i@mente aplicables en la República del Paraguay.

En sentido conco¡dante, la Ley No. 5282114 reglamenta el citado ArL 28 de la Constitución,
a fin de ga¡antizar a todas las personas, el efectivo ejercicio del derecho al acceso a la
infomación públicq a través de la implementación de las modalidades, plazos, excepciones y
sanciones correspondientes, que promuevan la transparencia del Estado (Art. l).

Tenemos entonces que en vifiud a las citadas nomativas, el acceso a la info¡mación
constituye un de¡echo humano fundamental que puede definirse como "la pretogatiya de la
persona paru qcceder a datos, registros y todo lipo de infomaciói e podel de ehlidades
públicas y de empresas privadas que ejercen gasto público y/o cumplen funciones de
autor¡dad"a.Los Af|s.2'y 4' de la Ley Nro. 5282 disponen el derecho que tiene toda persona -
sin discriminación de ningún tipo - a acceder a la info¡mación pública requerida, en forma
gratuita y sin necesidad alguna de justificar las razones por las que formulan su pedido, salvo que
dicha información se enouente establecida coño secrcta o sea de reservado por las
leyes. FueIa de estos dos casos, la ley no ¡est¡inge el derecho de acceso a

4 Mueueve Em.ro. 'D¿Echo ¡!. lcceso a ld

regulación busca garantiza¡ que toda persona pueda tener conocimiento de la ión que se
encue¡tra en poder del Estado, el que deberá gaÉntizar el ejercicio de este derecho.
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En virtud a las disposiciones legales que anteceden, resta ahora analizar si corresponic qLre
la solicitud de acceso a la infomación rcalizada por el Abog. Julio César Martinessi Real ,,¡ui,rn
invocara la representación de una persona extranjera- sea otorgada por la Ditección Nacionál rle
Aduanas.

Co¡folme ha sido expuesto, en el caso en cuestión, Ia demandada se niega a otorg,r l)s
datos requeridos, utilizando como fundamento la insuficiencia de la (ep¡ese¡tación legal
invocada por el mencionado Abogado.

Debemos recalcar que la ley clarame¡te obliga al Estado a proveer ¿ cualqu¡er petsona,
sin discriminación alguna, información pública que se encuentre en su poder. Éste debe rerrlover
aquellos obstáculos que impidan el ejercicio de este derecho, paticularmente si estas balreras
constituyen meros lbmalismos, que nada aportan al ejercicio eficaz de los dercchos en cuestión.
El listado de vehÍculos solicitados por el actor constituye, de tenerlos la Aduana, información
pública que no se encuadra dentro de las excepciones establecidas po¡ ley.

Entonces, aún si el poder presentado por el Abog. Julio César Martinessi Real res,.ritara
insuficiente para acreditar su representación, la autoridad estatal se halla igualmente obligada a
proporciona¡le los datos requeridos, en virtud a dos motivos:

En primer lugar, en razón a que las formas y requisitos p¡ocesales, pese a sü impoíancia
para Ia ordenación del proceso, no puede coÍstituir un obslículo insalvable para ejercicio de un
derecho humano fundame[tal y,

En segundo lugar, a que en virtud de que cualquie¡ persona puede solicitar informaci<in
pública sin necesidad de exponer los motivos o razones de su solicitud (Art. 4. de laL Ley
5282114), lo que habilitária, incluso al mismo Abog. Martinessi a presenta¡se, aún a titulo
personal, a requerir la información que considere que le interese, sin que deba fozosalnente
jr.rstificar la representación de un tercero, por lo que. si puede pedir Ia información para si mismo,
en vifud a los términos de la ley 5282/14, el hecho de que se objete de alguna medida el poder
que presenta de un tercero no puede ser óbice para negarle unos datos que, reite¡o, los podria
pedir para si mismo.

En consecucncia, Ia negativa de Ia Di¡ección Nacional de Aduanas a propor(ionff
info¡mación respecto a los vehículos mencionados por el actot constituye una negativa
injustificada y violatoria del de¡echo a la información consagmdo en nuestra constitución. Se
concluye pues que el amparc promovido es procedente y debe ser admitido.

Coo ¡elación a las costas en p¡imera instaocia las mismas deben ser impuestas en el orden
causado por los siguientes motivos: en primer lugar porque la admisión del amparo es solo
parcial, ya que se rechaza la demanda que se dedujera cont¡a Ia Dirección de Traasparencia y
Acceso a la Información Pública dependiente de la Cofe Suprema de Justicia y, en segundo
lugar, porque la cuestión fue materia de una interpretación judicial que irió el análisis de
puntos que exceden los casos cotidi¿mos, y que por ende podrian haberse
si no nos encontfttamos en presencia de una cüestión vinculada colr el
pública.
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SENTENCIA Nro.....{.f

Asunción, -{Y de l.¡\lir.Io de20l6.-

VISTO: El mérito que oftece el acue¡do precedente y sus fundamentos, el
Tribunal de Apelación en 1o Civil y Comercial, Sexta Salq

RESUELVE:

1) ANULA& la S.D. N" 977 del 10 de diciembre de 2015, en base a los
fundamentos esgrimidos en el exordio de la presente resolución y en consecuencia:

2) NO HACER LUGAR al amparo promovido por el Abog. Julio César Mafinessi
Real en representación del Centro Zaragoza S.A contra la Dirección de Transparencia y Acceso a
la Infomáción Pública.

3) HACER LüGAR parcialmente al amparo promovido parte actora Centro
Züagoza S.A conua la Dirccción Nacional de Aduanas y o¡denar a dicha
institución a entregar la información requerida por el Abog. Julio si Real, en el
plazo de tres dlas tuíbiles, contados desde que la presente reso
apercibimiento de lo dispuesto en el art. 26 i\o.b, d,e la,ley 5282/14.

ónq firme, bajo

4) IMPONER las COSTA§ de este juipio, en el orde¡ causado

s) AN notlfica¡_.y remiti¡ copia a la Corte S de
Justicia.

I/IOLINA§ C.

Ante mi


